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SUMARIO 

 El 8 de octubre de 2007 la Corte Internacional de Justicia dictó sentencia 

en la demanda interpuesta por la República de Nicaragua contra la República 

de Honduras con respecto a la soberanía sobre las islas Bobey Cay, Savanna 

Cay, Port Royal Cay y South Cay en el Mar Caribe y a la delimitación de los 

espacios marítimos -mar territorial, zona económica exclusiva y plataforma 

continental- en dicho mar. Ambas partes estuvieron de acuerdo en que la 

delimitación marítima se efectuase por una línea a todo efecto, aplicando las 

normas pertinentes de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 

del Mar, así como que a las islas en cuestión y a la isla Edinburgh Cay, también 

situada en el Mar Caribe y bajo soberanía de Nicaragua, se les atribuyese un 

mar territorial de hasta 12 millas. Sostuvieron, a más, que no habían tenido el 

carácter de terra nullius.  

  Nicaragua argumentó ante el Tribunal que los espacios marítimos entre 

ambos Estados nunca habían sido delimitados y que las islas en cuestión 

debían estar bajo su soberanía en aplicación del principio de adyacencia. 

Honduras, por su parte, manifestó que había una frontera marítima 

tradicionalmente reconocida, con sustento en el principio del uti possidetis juris 

y confirmada por la práctica de ambos países y de terceros Estados. Esa 

frontera estaba dada por una línea que había de seguir el paralelo de 15°. En 

razón de ello, y dado que las islas reclamadas por Nicaragua se encontraban al 

norte de dicho paralelo, le correspondían en aplicación del mismo principio 

jurídico, confirmado por la efectividad en el ejercicio de la jurisdicción. En lo que 

hace específicamente a la delimitación marítima, en razón de la configuración 

convexa de la costa sobre el Mar Caribe donde termina la frontera terrestre de 

ambos Estados en el Cabo Gracias a Dios, Nicaragua proponía el método de la 
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bisectriz en tanto que Honduras, en subsidio de su postura sobre la frontera 

tradicional, sostenía el de la equidistancia con consideración de las 

circunstancias especiales. 

La Corte describió la geomorfología del área en disputa y reseñó la 

historia del diferendo. En ese sentido señaló que Nicaragua y Honduras habían 

alcanzado la independencia de España en 1821, obteniendo la soberanía sobre 

sus respectivos territorios, incluidas las islas adyacentes a lo largo de sus 

costas a las que sin embargo no se las designó por su nombre. El 7 de octubre 

de 1894 ambos países concluyeron el tratado general de límites cuyo artículo 

II, acorde con el principio del uti possidetis juris, establecia que cada República 

era soberana sobre el territorio que constituía, respectivamente, las provincias 

de Honduras y Nicaragua. El artículo I de dicho tratado instituía una Comisión 

Mixta de Demarcación, la que fijó el límite desde el Océano Pacífico hasta el 

Portillo de Teotecacinte. Desde allí hasta el Océano Atlántico la delimitación fue 

sometida al arbitraje del Rey de España Alfonso XIII, quien en el laudo dictado 

el 23 de diciembre de 1906, trazó el límite hasta la desembocadura del río 

Coco en el Cabo de Gracias a Dios. Nicaragua rechazó la validez y 

obligatoriedad de la decisión, cuestión que fue rechazada por este mismo 

tribunal en la sentencia dictada el 18 de noviembre de 1960. La Comisión 

Interamericana de Paz estableció una Comisión Mixta que completó la 

demarcación en 1962, determinando que el límite territorial podría comenzar en 

la desembocadura del Río Coco, en el punto dado por la intersección del 

paralelo de 14º 59.8´ Latitud Norte con el meridiano de 83º 08.9´ de Longitud 

Oeste. Cabe señalar que en lo que hace a la morfología del Río Coco en su 

desembocadura, ambos Estados habían coincidido en que era particularmente 

cambiante, por lo que el punto de partida de la delimitación marítima podría 

encontrarse a 3 millas del punto final adoptado en 1962. 

El Tribunal, reiterando su jurisprudencia en el sentido de que la tierra 

domina el mar, estableció que correspondía conocer en primer lugar con 

relación a la soberanía sobre las islas en disputa ya que a los fines de una 

delimitación marítima ha de considerarse la influencia que éstas puedan tener. 

Ahora bien, para resolver, habría de establecer la fecha crítica ya que 

ello es útil a fin de distinguir los actos llevados a cabo por las Partes a título de 

soberano -relevantes para convalidar la efectividad- de los cumplidos con 
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posterioridad a dicha fecha que podrían considerarse como acciones realizadas 

tan sólo con la intención de sustentar los reclamos. La Corte expresó que 

cuando hay dos controversias inter-relacionadas -una vinculada a la disputa de 

soberanía sobre las islas y la otra referida a la delimitación marítima- no 

necesariamente tendría que haber una sola fecha crítica. En lo que hace a la 

primera de ellas, determinó que era el momento en que Nicaragua en el año 

2001 había iniciado este proceso ya que en el Memorial había hecho una 

expresa reserva de derechos soberanos sobre las islas. En cuanto a la 

delimitación marítima, la fijó en 1982 cuando dos incidentes por la captura de  

pesca dieron lugar al intercambio de notas diplomáticas entre las Partes que 

posibilitaban afirmar que existía la controversia sobre la delimitación marítima. 

La Corte destacó que la geomorfología de Bobey Cay, Savanna Cay, 

Port Royal Cay y South Cay permitían establecer que se trataba de islas en los 

términos de la definición contenida en el art. 121. 1 de la Convención de las 

Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. En función de ello y aún cuando el 

principio del uti possidetis juris invocado por Honduras como fundamento de su 

soberanía se encuentre entre los más importantes principios jurídicos en 

relación con títulos sobre territorios y delimitación al momento de la 

descolonización, el Tribunal entendió que su aplicación implicaba probar que la 

Corona Española  había atribuido las islas en cuestión a una de sus colonias;  

prueba que no fue aportada por las Partes. En lo que hace a la proximidad, 

alegada por Nicaragua, recordó que la adyacencia como tal no necesariamente 

establecía un título en derecho. En consecuencia entendió que para resolver la 

controversia sobre la soberanía de las islas habría de examinar si existieron 

efectividades en el período colonial; entendida la efectividad como la conducta 

de las autoridades administrativas que probaba el ejercicio efectivo de la 

jurisdicción territorial en la región durante el mencionado período. Sin embargo, 

señaló la Corte, tampoco esa información le fue proveída.  

Por ende, el Tribunal se abocó a considerar las efectividades 

presentadas por las Partes con relación al período post-colonial, teniendo en 

cuenta la fecha crítica -2001- que había establecido para este diferendo. Con 

tal objeto, agrupó los actos invocados en función de su objetivo. Así, conoció 

en los referidos al control legislativo y administrativo; a la aplicación y 

cumplimiento de la legislación civil y criminal; a la regulación de la inmigración; 



 4

a la referida a las actividades de pesca; al patrullaje naval; a las concesiones 

petroleras; y a los trabajos públicos. Luego de haber considerado los 

argumentos y las pruebas aportadas, la Corte concluyó que las efectividades 

invocadas por Honduras evidenciaron una intención y voluntad de actuar como 

soberano, constituyendo un modesto pero real ejercicio de autoridad sobre las 

cuatro islas. Por otra parte observó que cabía presumir que dichas actividades 

fueron de conocimiento de Nicaragua sin haber generado protesta alguna. 

En lo que concierne a los mapas presentados por las Partes para ilustrar 

sus respectivos argumentos, la Corte entendió que ninguno de ellos avalaba 

las pretensiones puesto que no especificaban la pertenencia de  las islas en 

disputa ni, tampoco, integraban un instrumento jurídico. 

En cuanto al alegado reconocimiento por terceros Estados, la Corte 

destacó la falta de evidencia que sustentase alguna de las afirmaciones hechas 

por las Partes. Los tratados bilaterales invocados por Honduras, con Colombia 

y Jamaica, no implicaron aquiescencia de Nicaragua con relación a la 

soberanía de Honduras sobre las islas. Otro tanto entendió el Tribunal en lo 

que se refería al Acuerdo de Libre Comercio de las Repúblicas 

Centroameriancas de 1998 ya que al definirse el territorio de  Honduras las 

cuatro islas no habían sido identificadas por su nombre.  

 Por todo ello, la Corte llegó a la conclusión de que Honduras tenía la 

soberanía sobre las islas Bobey Cay, Savanna Cay, Port Royal Cay y South 

Cay con sustento en las efectividades  post-coloniales.  

 Una vez resuelta esta controversia el Tribunal se encontró en 

condiciones de resolver la otra cuestión llevada a su conocimiento; esto es, la 

delimitación de los espacios marítimos. 

La Corte observó que aun cuando el principio del uti possidetis juris, 

dada su vinculación con bahías históricas y mares territoriales, en ciertas 

circunstancias pudiese tener un papel en la delimitación marítima, en este caso 

no se había probado que indicase la frontera del paralelo de 15°, tal como lo 

había postulado Honduras. En efecto, sólo había quedado acreditado que la 

Corona de España tendía a utilizar paralelos y meridianos para trazar las 

divisiones jurisdiccionales en sus colonias, pero no se encontró ninguna 

evidencia de que el Gobierno colonial hubiera seguido tal criterio en relación 

con el paralelo de 15 °.  Por ende, rechazó la afirmación de Honduras de que el 
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principio del uti possidetis juris hubiese aportado una división marítima a lo 

largo del mencionado paralelo hasta por lo menos 6 millas náuticas desde el 

Cabo de Gracias a Dios. Por cierto, agrega el Tribunal, todos los Estados que 

accedieron a la independencia tenían derecho a un mar territorial, pero ello no 

implicaba determinar por dónde pasaba la frontera marítima entre Estados con 

costas adyacentes.  

Honduras había alegado, también, la existencia de un acuerdo tácito. Sin 

embargo, el Tribunal consideró que la evidencia aportada no era concluyente  

para determinar  que entre ambas Partes se había establecido una delimitación 

marítima internacional, aclarando que aún cuando hubiera existido una línea 

provisional -conveniente para un período de tiempo o para un objetivo 

determinado- ésta debía distinguirse de un límite marítimo internacional entre 

los dos Estados.  

 En consecuencia, al no existir la alegada tradicional frontera marítima a 

lo largo del paralelo de 15º, la Corte decidió delimitar por una línea los tres 

espacios marítimos -mar territorial, zona económica exclusiva y plataforma 

continental- al menos hasta el meridiano de 82° donde podrían ser relevantes 

intereses de terceros Estados.  

En ese  sentido señaló que Honduras y Nicaragua son Estados con 

costas adyacentes por lo que al menos por un trecho la línea habría de 

delimitar mar territorial ya que conforme lo dispone el art. 2. 1 de la Convención 

de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, aplicable entre las Partes, la 

soberanía de un Estado ribereño se extiende a la franja de mar adyacente 

designada con el nombre de mar territorial.  

Ahora bien, en el área en disputa se encuentran las islas atribuidas a la 

soberanía de Honduras así como la isla Edimburgh Cay, bajo soberanía de 

Nicaragua. La Corte recordó que las Partes habían aceptado que todas ellas 

generasen sus propios mares territoriales pero señaló que éste era el único 

espacio sobre el que ambos habían efectuado sus respectivos reclamos en 

cuanto al mar que rodea las islas. En ese sentido precisó que, conforme al art. 

3 de la mencionada Convención, el mar territorial no puede extenderse más de 

12 millas marinas y, si bien las islas están más allá de las 24 millas del 

continente, entre ellas la distancia que las separa es menor. Por ende, la línea 
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única que debía trazarse podría incluir espacios marítimos que se 

superpusiesen.   

En razón de lo dispuesto en el art. 15 de la Convención con relación a la 

delimitación del mar territorial entre Estados con costas adyacentes o situadas 

frente a frente, el Tribunal reiteró su interpretación sostenida en casos 

anteriores conforme a la cual lo más práctico es, provisionalmente, trazar la 

línea de la equidistancia y luego considerar dónde esa línea debe modificarse 

en función de la existencia de circunstancias especiales. 

La Corte expresó tener en cuenta que el Cabo Gracias a Dios donde 

termina la frontera terrestre Nicaragua-Honduras es una proyección territorial 

convexa, lo que genera a cada lado, hacia el norte y hacia el sudoeste, una 

línea costera cóncava. En razón de esta configuración consideró que el par de 

puntos de base a ser identificados a cada lado de la ribera del Río Coco en el 

Cabo Gracias a Dios tienen particular importancia al construir una línea de 

equidistancia; en particular, cuando ésta se aleja de la costa. Dada la 

proximidad entre estos puntos de base cualquier variación o error al situarlos 

se manifestaría en modo desproporcionado en una línea de equidistancia. El 

Tribunal recordó, a más, que las Partes habían estado de acuerdo en que los 

sedimentos acarreados por el Río hacia el mar tornaban cambiante la 

morfología por lo que una línea de equidistancia podría ser arbitraria en un 

futuro próximo. Tal es así, que esta dificultad para determinar los puntos se 

enmarcaba en las diferencias que aún existían entre las Partes en la 

interpretación del Laudo arbitral del Rey de España de 1906 con relación a la 

soberanía sobre los islotes que se forman en la desembocadura del Río y la 

determinación del punto extremo de la frontera común sobre el Atlántico.  

A la luz de todo ello, la Corte estableció que le resultaba imposible 

identificar puntos de base adecuados para trazar la línea de equidistancia. Por 

ende entendió que se encontraba ante circunstancias especiales que no le 

permitían aplicar ese método, aún cuando su aplicación siguiese siendo la 

regla general. En ese contexto la bisectriz del ángulo creado por líneas que 

siguen la dirección general de las costas de uno y otro Estado podría ser un 

método sustitutivo cuando -como en este caso- el de la equidistancia no es 

apropiado en razón de que los puntos de base son inestables. En ese sentido 

recordó su jurisprudencia conforme a la cual el método de la bisectriz es un 



 7

criterio considerado equitativo a la par que simple cuando en razón de 

circunstancias especiales el objetivo es una equitativa división de áreas en las 

que las proyecciones marítimas de las costas de los Estados convergen y se 

superponen. El método de delimitación, si se desea ser consistente con la 

situación geográfica, debe buscar la solución, en primer lugar, por referencia a 

las costas relevantes de los Estados. El método de la equidistancia aproxima la 

relación entre dos puntos de las costas relevantes, tomando en cuenta la 

relación entre dos puntos de base determinados. El método de la bisectriz, si 

bien también tiende a aproximar la relación entre las costas que son relevantes, 

toma en cuenta para ello la macrogeografía de la línea costera, representada 

por una línea trazada entre dos puntos sobre la costa. El uso de una bisectriz -

esto es, la línea que resulta del ángulo formado por la aproximación de las 

líneas costeras- ha demostrado su viabilidad cómo método alternativo en 

determinadas circunstancias en que la equidistancia no resulta posible o 

adecuada.  

En el presente caso, en el que ninguno de los puntos de base podía ser 

determinado por la Corte ya que son inestables de modo inherente, el Tribunal 

entendió que se justificaba la aplicación del método de la bisectriz en razón de 

la configuración de las costas y las características geomorfológicas del área 

donde se encuentra el punto final de la frontera terrestre. En ese sentido 

consideró que lo más conveniente era usar el punto fijado por la Comisión 

Mixta en 1962 en el Cabo Gracias a Dios como el punto en que se encuentran 

los frentes costeros de las partes. La Corte añadió que las coordenadas de los 

puntos de base de los frentes costeros elegidos no necesitan ser especificados 

con exactitud en el presente caso ya que una de las ventajas del método de la 

bisectriz es que la menor desviación de la posición exacta de los puntos finales, 

que no se encuentran a una distancia razonable del punto compartido, podrá 

tener únicamente una relativa influencia en el curso de la línea costera. Por otra 

parte, recordó que con el objeto de llegar a una solución equitativa, si las 

circunstancias lo requiriesen, podría hacer ajustes a la línea tal como lo 

disponen los arts. 74, párr. 1 y 83, párr. 1 de la Convención de las Naciones 

Unidas sobre el Derecho del Mar al regular, respectivamente, la delimitación de 

la zona económica exclusiva y la delimitación de la plataforma continental entre 

Estados con costas adyacentes o situadas frente a frente. En ese sentido la 
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Corte consideró que un frente costero hacia Punta Patuca en Honduras y hacia 

Wouhnta en Nicaragua es el adecuado para trazar la línea de la bisectriz. 

En lo que hace a la delimitación alrededor de las islas, el Tribunal señaló 

que al atribuirles un mar territorial de 12 millas náuticas se superpondrían el 

mar territorial de Honduras -en razón de su soberanía sobre Bobel Cay, 

Savanna Cay, Port Royal Cay y South Cay- con el mar territorial de Nicaragua 

dada su soberanía sobre la isla Edinburgh Cay pero que en este caso no 

presentaría problemas el trazado de una línea media; esto es, de una línea 

cada uno de cuyos puntos sea equidistante de los puntos más próximos de las 

líneas de base. 

Por último, la Corte se abocó a la consideración del punto de inicio y del 

punto final de la delimitación marítima. En ese sentido y tomando en 

consideración las propuestas de las Partes, entendió apropiado fijar el punto 

inicial 3 millas hacia el mar (15º 00´52” latitud Norte y 83º 05´58” longitud 

Oeste) del punto ya identificado por la Comisión Mixta en 1962. El Tribunal 

agregó que las Partes debían acordar una línea que conecte el fin del límite 

territorial tal como fue fijado por el Laudo de 1906 y el punto de partida de la 

delimitación marítima establecida en esta sentencia. En lo que hace al punto 

final de esa delimitación, como las Partes no lo habían precisado, entendió que 

el límite debía extenderse más allá del meridiano de 82º sin afectar derechos 

de terceros Estados. También especificó que en ningún caso cabría interpretar 

que la línea en cuestión se extiende más allá de las 200 millas marinas 

contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del 

mar territorial puesto que cualquier reclamo de derechos sobre la plataforma 

continental más allá de las 200 millas debe hacerse de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 76 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el 

Derecho del Mar y ser revisado por la Comisión de Límites de la Plataforma 

Continental. 

Por todo ello la Corte estableció que la línea de delimitación comienza a 

las 3 millas marinas del punto identificado por la Comisión Mixta en 1962, 

continuando a lo largo de la bisectriz hasta que toca el límite exterior de las 12 

millas marinas del mar territorial de Bobel Cay, rodea este mar territorial hacia 

el sur hasta que alcanza la línea media entre el mar territorial de esta isla y de 

las islas Port Royal Cay y South Cay de soberanía de Honduras y el mar 
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territorial de Edinburgh Cay de soberanía de Nicaragua. La línea, luego de 

demarcar el arco del límite exterior de las 12 millas marinas del mar territorial 

de South Cay, se dirige hacia el norte hasta conectar nuevamente con la 

bisectriz por la que continúa hasta donde derechos de terceros Estados 

podrían verse afectados.  

 En consecuencia, la Corte determinó que la República de Honduras 

tiene soberanía sobre las islas en disputa y fijó la delimitación por una línea de 

los espacios marítimos en el Mar Caribe, estableciendo que las Partes debían 

negociar el curso del límite en el área ubicada entre el punto final de la frontera 

terrestre tal como fue establecido en el Laudo Arbitral de 1906 y el punto de 

partida de ese límite marítimo, localizado en las coordenadas de la posición de 

15º 00´52” latitud Norte y 83º 05´58” longitud Oeste.  


